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Apoco de asumir, el nuevo alcalde de Santiago,
Mario Desbordes, ha podido constatar la acu-
mulación de problemas que el municipio
arrastra. Al deterioro del casco histórico, luego

de la destrucción que sufriera durante la revuelta de octu-
bre de 2019, se suman el desmoronamiento de sus liceos
emblemáticos, otrora bastiones de la educación chilena;
el desfinanciamiento de su educación por la pérdida de
alumnos, dado lo anterior, y por la insostenible suma de
beneficios que se entregan a sus profesores; el descontrol
de los toldos azules y el comercio informal en torno al
barrio Meiggs; la necesidad
de cerrar un acceso al metro
en la estación Cal y Canto,
por haberse transformado
en un foco delincuencial, y
el déficit de la Corporación de Desarrollo de Santiago
(Cordesan), por una administración anterior que está
ahora siendo cuestionada, entre otros.

En el origen de estos problemas es posible identifi-
car el que las reglas o los modos de convivencia en cier-
tas instancias fueron sobrepasados o vulnerados por
grupos de activistas o de quienes persiguen intereses
particulares, sin que la autoridad actuara con prontitud
y energía para impedirlo o corregirlo. Así, una mal en-
tendida democracia estudiantil dio lugar al caos educa-
tivo que terminó por ahuyentar a los estudiantes de la
comuna; un exceso de populismo ha impedido actuar
con la decisión necesaria frente a los comerciantes am-

bulantes que operan fuera de las reglas, o ha entregado
beneficios insostenibles a profesores, desfinanciando el
sistema, y la falta de acción represiva oportuna ha per-
mitido la entronización de la delincuencia en puntos es-
pecíficos de la comuna.

Estos problemas se encaran con energía y con convic-
ción. Vale la pena recordar cómo el alcalde Alcaíno en-
frentó, en 2006, la crisis del Teatro Municipal, cuando los
beneficios acumulados por los músicos de la orquesta les
permitían trabajar una fracción muy pequeña del año,
prácticamente decidían cuándo ensayaban e incluso se

dieron el lujo de no presen-
tarse a un concierto con pú-
blico lleno. La drástica deci-
sión de desvincular a los que
no quisieran trabajar en con-

diciones normales, de contratar a una orquesta extranjera
durante la huelga ilegal que se generó y la firmeza con
que se actuó luego de que el diálogo se agotara, lograron
cambiar radicalmente la situación.

El alcalde Desbordes ha dado indicios de que actua-
rá con una decisión y convicción similares para enfren-
tar el desfinanciamiento educacional, el exceso de con-
trataciones de la administración anterior o la laxitud pa-
ra tratar a los ambulantes ilegales y a la delincuencia,
entre otros. Solo una postura de inclaudicable apego a
las reglas para corregir las malas prácticas permitirá ini-
ciar un camino de solución para los problemas de una
comuna histórica y emblemática.

El camino de solución parte por una postura

de inclaudicable apego a las reglas. 

Acumulación de problemas en Santiago

Debe preocupar la situación del Consejo Directivo
del Servicio Electoral (Servel). Aunque hace dos
años que culminó el período de uno de sus inte-
grantes, el Gobierno y el Senado —que deben

concurrir a la designación— han sido incapaces de nom-
brar a un sucesor. Así, el consejero Alfredo Joignant ha con-
tinuado ejerciendo el cargo en calidad de “prorrogado”,
aunque su mandato culminó hace 24 meses. Esta situación,
que debilita e introduce inestabilidad en cualquier institu-
ción, podría tornarse aún más crítica en los próximos días,
cuando también venza el período del actual presidente del
Consejo, Andrés Tagle.

Si el caso no ha provoca-
do mayor revuelo tal vez sea
porque durante este gobier-
no ha sido constante la difi-
cultad para sacar adelante nombramientos que requieren
la concurrencia de los poderes Ejecutivo y Legislativo. Ello
habla tanto de impericia política como de la fragmentación
de fuerzas en el Congreso. En el caso del Servel, sin embar-
go, la razón principal es una burda disputa por cuotas de
poder entre sectores del oficialismo. Porque aunque la ley
dice que los consejeros no pueden tener militancia, ello es
más bien una formalidad: en la práctica, los nombramien-
tos se distribuyen según sensibilidad política y muchas ve-
ces recaen en figuras de larga trayectoria en un partido, al
que renuncian antes de ser designadas. 

Por eso quizá es que el PS parece considerar de su per-
tenencia el cupo de Joignant. Así, su bancada de senadores
pidió hace más de un año al Gobierno que se nombrase

como sucesor a otro hombre de sus filas, el abogado Pablo
Gutiérrez. Sin embargo, para enojo de los socialistas, La
Moneda nunca se decidió a acoger la propuesta. En el inter-
tanto, además, el cargo despertó el apetito del Frente Am-
plio, que hoy no tiene a ningún cercano en el Servel y quie-
re llegar allí. Todo esto terminó generando el enojo de Gu-
tiérrez, quien en diciembre envió sendas cartas a la presi-
denta del PS y al jefe de la bancada, declinando su opción y
hablando de que este había sido un “infame proceso de
postulación”, además de aludir a supuestas venganzas po-
líticas que habrían jugado en su contra. Pero tal vez lo más

revelador haya sido lo que,
según la prensa, pidió a sus
correligionarios: “defender
con ahínco los espacios legíti-
mamente obtenidos por el

socialismo”. Con ello y con las indignadas reacciones de
parlamentarios advirtiendo al Gobierno que no están dis-
puestos a “ceder el cupo del PS en ese servicio” —según lo
describió el senador Gastón Saavedra—, quedó en eviden-
cia la naturaleza del problema: la disputa entre distintos
sectores del oficialismo por quedarse con el cargo.

La pugna política es, por cierto, consustancial a una
democracia, pero debe reconocer un límite en el cuidado de
las instituciones. Concebir estas solo como un espacio de
poder cuya propiedad se disputa o defiende a cualquier
precio, incluso paralizando el nombramiento de sus inte-
grantes, termina dañando y erosionando su credibilidad. El
Servel juega un papel demasiado relevante en nuestra de-
mocracia como para permitir que eso también ocurra allí. 

Una pugna por cuotas de poder ha impedido

durante dos años este nombramiento.

El Servel en disputa

Le comento al Prócer que al intentar
hacer un truco matemático a unos nietos
adolescentes, el que implicaba sumar y
restar tres cifras, advertí con sorpresa
que no sabían ha-
cerlo sin una calcu-
ladora, a pesar de
que ya cursaban oc-
tavo básico. “Sí”, in-
sisto alarmado, “no
sabían aquello ‘de
ocho a diecisiete van
nueve, me guardo
una’”. “¿Y por qué te
alarmas?”, contesta.
“Lo más probable es
que tampoco sepan
las tablas de multi-
plicar, ya que con las
calculadoras y los
celulares a mano el cálculo mental o en
papel ha pasado a ser un conocimiento
inútil. Si tú mismo eres parte de ese pro-
ceso. Por ejemplo, ¿cuántos números de
teléfono te sabes actualmente? Décadas
atrás, uno tenía memorizados al menos
diez, y ahora con suerte me sé el mío y el
de mi mujer, y todo el resto está en los

contactos del celular”. “¿Y no estamos
corriendo el riesgo de atrofiar nuestras
capacidades y ponernos un poquito más
tontos?”, le retruco. “Mira, yo creo que

más bien le estamos
dando espacio en
nuestras mentes a
otro tipo de habili-
dades. Por ejemplo,
cuando se inventó la
brújula, se olvidó la
habilidad de orien-
tarse por el sol y las
estrellas”. “¿Y cuá-
les son las nuevas
habilidades que he-
mos adquirido?”, in-
sisto con escepticis-
mo. “Uff, compárate
en el manejo de las

amplificaciones que hacen esos niños que
no saben restar, en lo que nosotros so-
mos ineptos”.

“Darling, ¿no serán aplicaciones en
vez de amplificaciones?”, le pregunta su
mujer. 

D Í A  A  D Í A

Operaciones matemáticas

R. RIGOTER

Si bien fueron pocos los días y las apariciones
que tuvo ante la prensa la socialista Nicole Car-
doch como vocera subrogante de Gobierno, bas-
tó una declaración suya para que reabriera en el
debate público uno de los peores fantasmas del
oficialismo: la falta de autocrítica por la conducta
de muchos dirigentes durante el estallido en
tiempos en que eran oposición a Piñera, cuando
apenas estallada la violencia en las calles, en lu-
gar de condenarla con claridad, buscaron por di-
versos medios deslegitimar la acción de Carabi-
neros en su tarea de controlar el orden público.

En una controvertida entrevista negó que en
el período del estallido hubieran existido enfren-
tamientos directos entre el actual oficialismo y
Carabineros, y con desparpajo dio a entender
que no había contradicción alguna entre la con-
ducta pasada y la actual, en que el Gobierno echa
mano al eslogan “cuidar a los que nos cuidan”
para respaldar a las fuerzas policiales. Con todo,
quizá lo más relevante de la discusión que sus
declaraciones han traído, sean las recientes pala-
bras del ministro de Justicia, Jaime Gajardo (mi-
litante del Partido Comunista), quien sostuvo,
entre otras cosas, lo siguiente: “Yo como minis-
tro de Estado y como persona le puedo decir
que, a mi juicio, respaldar la primera línea es un
error. Y de hecho, en mi caso particular, no va a
haber una publicación que señale que hay un
respaldo a la primera línea (...). La violencia polí-
tica tenemos que desterrarla de nuestra convi-
vencia al interior de cualquier democracia”.

Hay que valorar el contenido y claridad de es-
tas declaraciones, sobre todo viniendo de un mi-
nistro comunista, partido que nunca ha oculta-

do su cercanía con la llamada “primera línea”,
eufemismo para referirse a los grupos que ins-
talados delante de los manifestantes se enfren-
taban a las fuerzas policiales con bombas molo-
tov y elementos contundentes. Cabe recordar
que en febrero del 2020, Daniel Jadue, en ese
momento máxima figura de la izquierda según
las encuestas, manifestaba que “el pueblo tiene
todo el derecho a defenderse de las fuerzas de
orden”. En la misma línea, el secretario general
del partido, Lautaro Carmona, ese mismo año
se refería a la “primera línea” como “quienes,
con audacia y arrojo, permiten que las movili-
zaciones funcionen”. Ya antes, el diputado PC
Hugo Gutiérrez había sido duramente cuestio-
nado por compartir en las redes sociales foto-
grafías de actividades sobre “talleres de capu-
chas” para niños y niñas, en el que estaba implí-
cito un gesto a esta agrupación.

En esta postura no estaban solos los comunis-
tas, sino que los acompañaban otros dirigentes de
izquierda, periodistas de radio y televisión, figu-
ras del espectáculo, entre otros. Incluso en esos
días fueron homenajeados en el salón plenario del
ex Congreso Nacional, en el marco del Foro Lati-
noamericano de Derechos Humanos (más de al-
guno de quienes protagonizaron este bochornoso
episodio cumplen hoy tareas de gobierno)

De ahí que se entiendan las duras respuestas
que han tenido las palabras del ministro Gajar-
do dentro de dirigentes de su propio partido. Y
es que un cambio de postura de estas caracte-
rísticas exigiría al PC hacer reconocimientos y
renuncias al empleo de la fuerza que no están
dispuestos a hacer. 

LA SEMANA POLÍTICA
El debate que reabrió la vocera (s)

Cabe valorar el
contenido y
claridad de las
declaraciones del
ministro de
Justicia, sobre
todo viniendo de
un militante
comunista,
partido que
nunca ha
ocultado su
cercanía con la
llamada “primera
línea”, eufemismo
para referirse a
los grupos que se
enfrentaban a las
fuerzas policiales. 

Resulta cada vez
más inexplicable
que la Fiscalía no
haya querido
avanzar en una
investigación
profunda y global
para determinar
las
responsabilidades
penales en el caso
de la “primera
línea”.

No se quiso investigar a la “primera línea”
Mirados en retrospectiva los sucesos ocurri-

dos a partir del 18 de octubre, resulta cada vez
más inexplicable que la Fiscalía no haya querido
avanzar en una investigación profunda para de-
terminar las responsabilidades penales que sur-
gían a partir del comportamiento de la llamada
“primera línea”, que en la práctica conformaban
una o varias organizaciones delictivas. Y es que
cualquier persona que haya observado la forma
en que se desplegaban las protestas podía adver-
tir que existía una división de tareas perfecta-
mente concertada. Estaban, por ejemplo, quie-
nes portaban escudos de metal o madera, quie-
nes lanzaban piedras, fuegos artificiales y bom-
bas molotov a la policía, quienes se adelantaban
en bicicleta para sondear el terreno y gritar ins-
trucciones, quienes se encargaban de apagar las
bombas lacrimógenas, quienes usaban punteros
láser para impedir la visibilidad a los efectivos
policiales y, desde luego, quienes atendían a los
lesionados y repartían los refrigerios.

Para el Ministerio Público, sin embargo, se-
gún lo comunicó expresamente el 2020, la “pri-
mera línea” no era un parámetro en sus indaga-
torias, pues, “dicha situación no configura nece-
sariamente una conducta calificada como delito
y tampoco una agravante de la responsabilidad
penal”. A su juicio, lo único relevante era esta-
blecer si los hechos ejecutados por las personas
que se encuentran en la llamada “primera línea”
se encuadran o no en una figura delictual sancio-
nada en nuestro ordenamiento jurídico. Ello tu-
vo como consecuencia una dispersión de causas
en distintas fiscalías, lo que hacía imposible una
valoración global de los hechos, centrándose so-
lo en una casuística incapaz de establecer las res-
ponsabilidades de sus líderes y la conexión entre
las múltiples conductas delictivas. Y es que el
haber negado la relevancia investigativa de la
“primera línea” implicó desconocer de un modo
muy grueso la forma como estaban operando los
violentistas.

Dentro del
variopinto esce-
nario económico
en la región, los
problemas de
Brasil solo pare-
cen acumularse.
L a i n f l a c i ó n
amenaza con es-
caparse, y como
consecuencia de
ello, las tasas de
interés están al alza, como en nin-
guna parte. La actividad el año pa-
sado fue sorprendentemente ro-
busta, pero todo parece indicar que
obedece en buena parte a un gasto
público insoste-
nible. Por ello,
para este año y
los siguientes, los
números apun-
tan hacia una ba-
ja sustancial de
su dinamismo.

Aunque sea
tentador atribuir los males de Bra-
sil a Trump —está de moda hacer-
lo—, lo cierto es que los problemas
cariocas vienen de antes. Y es que
el desempeño del gobierno de Lu-
la ha sido pobre, y la economía está
en un problema fiscal mayúsculo.
El exceso de gasto del gobierno en
2024 fue de casi 8% del producto,
y para este año se estima aún más
alto. El hambre de gasto de Lula ha
dado paso a un aumento en la in-
flación y a una creciente preocupa-
ción por su capacidad de manejar
responsablemente la economía. 

La presidencia de Lula entre
2003 y 2010 estuvo acompañada
de buenos resultados económicos.
En contraste con las magras expec-
tativas que existían a fines de
2002, cuando los mercados mira-
ban con pavor su llegada al gobier-
no en un contexto de alta deuda

pública, la economía brasileña cre-
ció y el temido default de la deuda
pública nunca se produjo. Este éxi-
to catapultó a Lula como una per-
sona de izquierda responsable en
su manejo macroeconómico.

Pero la cosa es algo más com-
pleja. Los éxitos de su primer go-
bierno sucedieron en conjunto con
un gran auge en los precios de las
materias primas, que llenó las arcas
fiscales de recursos. En ese contex-
to, lograr crecimiento y mejoras en
las cuentas fiscales no fue tan com-
plejo. Una historia similar vivieron
la Venezuela de Chávez o la Argen-
tina de los Kirchner, que a punta de

buenos precios
de exportación
gastaron con de-
senfreno.

P a r a m a l a
suerte, ahora no
hay auge de las
materias primas,
pero sí sigue pre-

sente la incontinencia por gastar.
Ya no existen los recursos fáciles
para financiar el déficit fiscal y, al
mismo tiempo, hay que destinar
decenas de miles de millones de
dólares para pagar los intereses de
la deuda externa. Por ahora, el go-
bierno no parece inmutarse, mos-
trando la verdadera cara de Lula. 

Son varios los gobiernos de la
región que miden su desempeño
en base a cuántos recursos gastan.
Distribuir riqueza —y no ayudar a
crearla— está en su ADN. Cuando
soplan vientos favorables, esta ló-
gica cortoplacista da réditos, pero
en tiempos normales —ni que de-
cir en los malos— este principio de
acción gubernamental siempre
fracasa. Brasil y Lula parecen no
ser la excepción a esta lógica. 

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

El verdadero Lula

Ahora no hay auge de las

materias primas, pero sí

sigue presente la

incontinencia por gastar.

Si desea comentar esta columna, hágalo en el blog.

Por
Sebastián Claro
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